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                                                                                           PAR 18/2024
                                                                 CARLOS ALBERTO JIMÉNEZ ZACARÍAS
                                                                                   NOTIFICADOR

                                                JUZGADO MIXTO DE PRIMERA INSTANCIA EN SALINAS

San Luis Potosí, San Luis Potosí, a diecisiete de junio de dos mil veinticinco.

VISTOS, para resolver en definitiva los autos del procedimiento administrativo de responsabilidad, expediente  ELIMINADO  del índice de la Secretaría Ejecutiva de Vigilancia y Disciplina, instaurado por el contador público  ELIMINADO , en contra de Carlos Alberto Jiménez Zacarías, por su actuación como notificador judicial adscrito al Juzgado Mixto de Primera Instancia en Salina, San Luis Potosí, por incumplir con la obligación de presentar oportunamente las declaraciones patrimonial y de intereses por conclusión de encargo, y;
R E S U L T A N D O
ÚNICO. Escrito por el que se solicitó el inicio del procedimiento administrativo de responsabilidad. El oficio  ELIMINADO , presentado por el promovente el veinte de marzo de dos mil veinticuatro
. 

Admisión a trámite del procedimiento. El primero de abril de dos mil veinticuatro, se admitió a trámite el procedimiento administrativo de responsabilidad
.

Emplazamiento al servidor judicial. El once de abril de dos mil veinticinco, la actuaria de la adscripción notificó personalmente el auto admisorio de primero de abril de dos mil veinticuatro y con todos los acuerdos dictados en el procedimiento, y con las copias de traslado, se corrió traslado y emplazó a  ELIMINADO  haciéndole saber la fecha y hora en que se desahogaría la audiencia de ley, en la cual, podía tener una defensa adecuada, compareciendo personalmente o por escrito en relación con las causas de responsabilidad atribuidas, además de la posibilidad de ofrecer pruebas y alegatos
.

Circunstancias socioeconómicas, nivel jerárquico, antigüedad en el servicio, antecedentes laborales y reincidencia. ELIMINADO Se ordenó girar oficio a la Dirección de Recursos Humanos, para que informara esos aspectos, Directora que al efecto emitió el oficio  ELIMINADO .

Certificación por parte de la Secretaría Ejecutiva de Vigilancia y Disciplina. Esa Secretaría certificó que en sus registros, no se encontraba ninguna sanción administrativa firme en contra del servidor judicial encausado, en los últimos siete años, derivada de un procedimiento administrativo de responsabilidad o queja administrativa
.

Derecho a formular denuncia. Se hizo saber al contralor del Poder Judicial del Estado, que su derecho a formular denuncia se agotó con la presentación de la misma, con fundamento en el artículo 120 del Reglamento Interior del Consejo de la Judicatura
.

Intervención del Agente del Ministerio Público. Se dio intervención para los efectos y fines a que se contrae el artículo 185, fracción I, infine, de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado
.

Audiencia prevista por el artículo 185 de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado
. El cinco de junio de dos mil veinticinco, se llevó a cabo la audiencia de ley, instruyó y celebró el Secretario Ejecutivo de Vigilancia y Disciplina, quien actuó con testigos de asistencia. Instalada la audiencia, se hizo constar la inasistencia de la parte quejosa, del servidor judicial denunciado, y del Agente del Ministerio Público, sin embargo, éste último compareció por escrito. 
Se dio cuenta de las constancias aportadas por la parte quejosa, y las recopiladas por la Secretaría Ejecutiva de Vigilancia y Disciplina.

En la etapa de contestación a las faltas atribuidas, se hizo constar que Carlos Alberto Jiménez Zacarías fue omiso en comparecer a la audiencia de manera presencial o por escrito, no obstante de haber sido debidamente emplazado y notificado, tal como se advierte de la diligencias de once de abril y doce de mayo, de dos mil veinticinco, por lo que, se le tuvo por perdido el derecho que pudo ejercer de conformidad con lo establecido en el artículo 185, fracción I, de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado.
En la etapa de ofrecimiento de pruebas, se tuvo al quejoso Contralor Interno del Poder Judicial del Estado, a través del oficio  ELIMINADO  por anunciando las siguientes pruebas: 
1. DOCUMENTAL PRIMERA. Consistente en copia certificada del oficio  ELIMINADO  de cinco de diciembre de dos mil veintitrés, signado por la entonces Presidenta del Supremo Tribunal de Justicia y del Consejo de la Judicatura del Poder Judicial del Estado, con el cual  ELIMINADO . 
2. DOCUMENTAL SEGUNDA. Consistente en copia certificada del oficio ELIMINADO  signado por la licenciada Olga Regina García López, entonces Magistrada Presidenta del Supremo Tribunal de Justicia y del Consejo de la Judicatura del Poder Judicial del Estado, en el cual informe sobre la determinación de aceptar la renuncia de Carlos Alberto Jiménez Zacarías, al cardo de notificador del Juzgado Mixto de Primera Instancia en Salinas, San Luis Potosí, a partir del ocho de octubre de dos mil veintiuno.

3.  DOCUMENTAL TERCERA. Copia certificada del oficio ELIMINADO  de ocho de diciembre de dos mil veintiuno, signado por el licenciado José Alfredo Castillo Jiménez, jefe de oficina encargado del área de declaraciones de la Contraloría, mediante el cual informa al contralor que, Carlos Alberto Jiménez Zacarías, no presentó dentro del plazo establecido sus declaraciones tanto patrimonial como de intereses por conclusión de encargo. 

4. DOCUMENTAL CUARTA. Consistente en copia certificada del oficio  ELIMINADO  signado por el Contralor, y razón actuarial mediante la cual se requirió y notificó a Carlos Alberto Jiménez Zacarías, para qyue dentro del término improrrogable de treinta días naturales, rindiera sus declaraciones tanto patrimonial como de intereses por conclusión de encargo. 
5. DOCUMENTAL QUINTA. Consistente en copia certificada del oficio  ELIMINADO  de veinticinco de abril de dos mil veintidós, signado por el licenciado José Alfredo Castillo Jiménez, jefe de departamento encargado del área de declaraciones de la Contraloría del Poder Judicial del Estado, mediante el cual informó al Contralor que Carlos Alberto Jiménez Zacarías, no presentó sus declaraciones tanto patrimonial como de intereses, por conclusión de encargo, pese a que fue requerido para que las presentara.

6. DOCUMENTAL SEXTA. Copia certificada del oficio ELIMINADO  de veinticinco de abril de dos mil veintidós, signado por la licenciada Alejandra Eugenia González Castro, Directora General de Recursos Humanos del Poder Judicial del Estado, donde informa al Contralor la situación laboral de Carlos Alberto Jiménez Zacarías, respecto al cargo y área de adscripción en que se encontraba durante el ejercicio dos mil veintiuno. 
7. DOCUMENTAL SÉPTIMA. Consistente en copia certificada del oficio  ELIMINADO  de veintinueve de abril de dos mil veintidós, signado por el Contralor José Gabriel González López, así como la razón actuarial mediante la cual se requirió y notificó a Carlos Alberto Jiménez Zacarías, para que manifestara lo que a sus intereses conviniera respecto del incumplimiento de la presentación de sus declaraciones patrimonial como de intereses por conclusión de encargo.

8. DOCUMENTAL OCTAVA. Copia certificada del oficio  ELIMINADO de trece de junio de dos mil veintidós, signado por el licenciado José Alfredo Castillo Jiménez, encargado del área de declaraciones de la Contraloría, mediante el cual informó al Contralor que Carlos Alberto Jiménez Zacarías, no dio respuesta al requerimiento que le fue formulado mediante el oficio ELIMINADO 
9. DOCUMENTAL NOVENA. Copia certificada de los oficios  ELIMINADO  de veintiocho de febrero de dos mil veintitrés y diecisiete de enero de dos mil veinticuatro, signados por el encargado del área de declaraciones de la Contraloría, mediante los cuales informó al Contralor, que Carlos Alberto Jiménez Zacarías, no dio cumplimiento a la presentación de sus declaraciones patrimonial y de intereses por conclusión de encargo.

Por otra parte, la Secretaría Ejecutiva de Vigilancia y Disciplina recopiló las siguientes documentales e informes: 

a) Oficio  ELIMINADO  signado por la licenciada Alejandra Eugenia González Castro, Directora de Recursos Humanos del Poder Judicial del Estado, recibido el cinco de junio del año en curso, en donde se describen las circunstancias socioeconómicas del denunciado, su nivel jerárquico, sus antecedentes laborales, la antigüedad en el cargo que desempeñó y refiere que en su expediente personal no cuenta con alguna sanción. 
b) Certificación que obra en el procedimiento, realizada por el Secretario Ejecutivo de Vigilancia y Disciplina del Consejo de la Judicatura del Poder Judicial del Estado, de cuatro de junio del año actual, en donde se hace constar que conforme a los registros que tiene esta Secretaría, Carlos Alberto Jiménez Zacarías, no cuenta con ninguna sanción administrativa firme en los últimos siete años.

En la etapa de admisión y calificación de pruebas, se tuvieron por admitidas y calificadas de legales, en su totalidad las pruebas documentales ofrecidas por el quejoso, y las recabadas por la Secretaría, mismas que fueron descritas en los párrafos anteriores.
En la etapa de desahogo de pruebas, y dada la naturaleza de las pruebas documentales admitidas, se tuvieron por desahogadas, toda vez que ya obran en autos de este procedimiento.

En la etapa de alegatos, y debido a la inasistencia de la parte quejosa y del servidor judicial denunciado, se le tuvo por precluido el derecho que pudieron ejercer en esa etapa.
Finalmente, en virtud de que el expediente quedó cabalmente integrado, sin existir medios de prueba pendientes para su desahogo, se citó para resolver en definitiva este procedimiento administrativo de responsabilidad, al tenor de las siguientes;

C O N S I D E R A C I O N E S

1.- COMPETENCIA. Este Pleno del Consejo de la Judicatura del Poder Judicial del Estado de San Luis Potosí es competente para conocer y resolver este procedimiento administrativo de responsabilidad, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 90, párrafo cuarto de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí
; 86
, 94, fracciones XXXI y XXXII
, 183
, 184 y 185 de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado.

2.- PROCEDIBILIDAD. La cual debe de ser examinada por este órgano colegiado de oficio, en virtud de que constituye un requisito cuya falta impide el nacimiento del ejercicio del derecho de la acción y que se pronuncie una sentencia válida
.

2.1 Legitimación activa. Los requisitos de procedencia se encuentran establecidos en el artículo 184 de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado, ordenamiento jurídico que literalmente señala: 

“... ARTICULO 184. El procedimiento administrativo se iniciará mediante queja de los órganos auxiliares o de los particulares que tengan interés jurídico, la que se formulará por escrito o de manera verbal, pero en este último caso se levantará acta circunstanciada de la misma. También podrá iniciarse de oficio por el superior jerárquico del presunto infractor, o por cualquiera de los consejeros cuando la gravedad de la irregularidad observada así lo amerite y, en tal caso, corresponderá al Pleno del Consejo de la Judicatura imponer al responsable la sanción respectiva.  Asimismo, iniciará el procedimiento disciplinario correspondiente derivado de las resoluciones emitidas por los organismos constitucionalmente autónomos. No podrán imponerse dos veces por una sola conducta sanciones de la misma naturaleza...” 

Con base en la norma transcrita, se desprende que el procedimiento administrativo puede iniciarse mediante queja de los órganos auxiliares, y el artículo 97 de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado
, señala que para su adecuado funcionamiento, el Consejo de la Judicatura contará con diversos órganos auxiliares, entre ellos, la Contraloría del Poder Judicial del Estado.

Al efecto, el contador público José Gabriel González López, promueve este procedimiento en su calidad de Contralor del Poder Judicial del Estado de San Luis Potosí, personalidad que acredita con la copia certificada del oficio ELIMINADO  de cinco de diciembre de dos mil veintitrés, signado por la entonces Presidenta del Supremo Tribunal de Justicia y del Consejo de la Judicatura, oficio mediante el cual, se autorizó su nombramiento como Contralor del Poder Judicial del Estado. 

Documental la anterior, a la que se le otorga pleno valor probatorio, de conformidad con lo establecido en los artículos 280 fracción II, 323 fracción V, y 388 del Código de Procedimientos Civiles para el Estado
, de aplicación supletoria en los términos del ordinal 189 de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado antes de la reforma.

Concatenando el oficio  ELIMINADO  que se menciona líneas arriba, y lo dispuesto por los artículos 184 y 97 de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado, se concluye que la Contraloría es un órgano auxiliar del Consejo de la Judicatura; que el promovente acreditó su personalidad de Contralor del Poder Judicial del Estado; y que mediante escrito  ELIMINADO presentado en la Secretaría Ejecutiva de Vigilancia y Disciplina el veinte de marzo de dos mil veinticuatro, se solicitó el inicio de este procedimiento administrativo de responsabilidad.

Por lo antes expuesto, se concluye que el contador público José Gabriel González López, en su calidad de Contralor del Poder Judicial del Estado, se encuentra legitimado para iniciar este procedimiento administrativo de responsabilidad.

2.2 Legitimación pasiva. El artículo 175 de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado
, en correlación con el diverso 4°, fracción I
, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado, determina que son sujetos de responsabilidad administrativa todos los servidores del Poder Judicial del Estado. 
En ese sentido, se adminicula el oficio  ELIMINADO , documento que tiene pleno valor probatorio, atento a lo que norman los artículos 280, fracción II, 323, fracción II, y 388, del Código de Procedimientos Civiles para el Estado
, y mediante el cual, la Directora de Recursos Humanos informó que Carlos Alberto Jiménez Zacarías, se desempeñó como notificador del Poder Judicial del Estado, que contó con una antigüedad de tres años y un mes, y que causó baja voluntaria a partir del ocho de octubre de dos mil veintiuno.

Así, tomando en cuenta lo dispuesto por en el artículo 175 de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado, y lo informado por la Directora de Recursos Humanos en el oficio  ELIMINADO , se tiene plenamente acreditada la legitimación pasiva de Carlos Alberto Jiménez Zacarías, toda vez que fue servidor público, con la calidad de notificador, miembro del Poder Judicial del Estado de San Luis Potosí y, por tanto, sujeto de responsabilidad administrativa. 

3. PLANTEAMIENTO DEL CASO. El Contralor del Poder Judicial del Estado, presentó informe de presunta responsabilidad administrativa, a efecto de que se iniciara este procedimiento administrativo de responsabilidad en contra de Carlos Alberto Jiménez Zacarías, en su desempeño de notificador judicial en el Juzgado Mixto de Primera Instancia en Salinas, San Luis Potosí, y narró los siguientes hechos.

“… 1.- Mediante escrito de fecha 18 dieciocho de octubre 2021 dos mil veintiuno, el C. Carlos Alberto Jiménez Zacarías, presentó su renuncia al cardo que como notificador judicial desempeñó en el Juzgado Mixto de Primera Instancia de Salinas, S.L.P., por lo que posterior a ello, por conducto del oficio No.  ELIMINADO , de fecha 18 dieciocho de octubre de 2021 dos mil veintiuno, signado por la licenciada Olga Regina García López, en ese entonces Magistrada Presidenta del Supremo Tribunal de Justicia y del Consejo de la Judicatura del Poder Judicial del Estado, el Pleno del Consejo de la Judicatura del Poder Judicial del Estado, determinó aceptar la renuncia del C. Jiménez Zacarías con efectos a partir del 8 ocho de octubre de 2021 dos mil veintiuno, y por lo tanto, dar por terminada la relación laboral que lo venía vinculando con el Poder Judicial del Estado. Se adjunta copia certificada del referido oficio No. C.J.  ELIMINADO  como anexo 2.
2. Posteriormente, en oficio No. ELIMINADO  de fecha 08 ocho de diciembre de 2021 dos mil veintiuno, el licenciado José Alfredo Castillo Jiménez, en ese entonces jefe de oficina encargado del área de declaraciones de la Contraloría del Poder Judicial del Estado, en cumplimiento a lo dispuesto por el artículo 93 del Manual de Normas y Procedimientos de la Contraloría, informó al C. Contralor, que detectó en el sistema electrónico denominado Decl@raNet PJESLP, (sistema implementado para la presentación de las declaraciones tanto patrimonial como de intereses, en el Poder Judicial del Estado), que el C. Carlos Alberto Jiménez Zacarías, no presentó dentro del plazo establecido sus declaraciones tanto patrimonial como de intereses por conclusión de encargo, en razón de la renuncia presentada al cargo de notificador judicial del Juzgado Mixto de Primera Instancia de Salinas, S.L.P.,; lo anterior, de conformidad con lo señalado en los artículos 33, fracción III, 45 y 47, párrafo segundo, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí. (…)
3. Derivado de lo anterior, con fundamento en lo dispuesto en el artículo 35, párrafo primero, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, se giró el oficio No. ELIMINADO  mediante el cual se requirió al C. Carlos Alberto Jiménez Zacarías, para que dentro del término improrrogable de 30 treinta días naturales siguientes a que fuera notificado, rindiera sus declaraciones tanto patrimonial como de intereses por conclusión de encargo, dicho documento fue notificado en el domicilio particular del C. Jiménez Zacarías. (…)
4.- Con fecha 25 veinticinco de abril de dos mil veintidós, mediante oficio No. ELIMINADO , el licenciado José Alfredo Castillo Jiménez, jefe de departamento encargado del área de declaraciones de esta Contraloría del Poder Judicial del Estado, informó al C. Contralor que la ELIMINADO , quien se desempeñó como notificador en el Juzgado Mixto de Primera Instancia de Salinas, S.L.P., no ha presentado sus declaraciones tanto patrimonial como de intereses por conclusión de encargo, aún  y cuando mediante oficio No.  ELIMINADO  de fecha 08 ocho de diciembre de 2021 dos mil veintiuno, se le requirió para que dentro de los 30 treinta días siguientes a que fuera notificado, presentara las citadas declaraciones (…)

5.- Mediante oficio No.  ELIMINADO  este órgano fiscalizador solicitó a la Directora de Recursos Humanos del Poder Judicial del Estado, información del C. Carlos Alberto Jiménez Zacarías, respecto a conocer su situación laboral durante el ejercicio 2021 dos mil veintiuno, así como su situación laboral al 2022 dos mil veintidós, se recibió en esta Contraloría, el oficio ELIMINADO , mediante el cual la Directora General de Recursos Humanos del Poder Judicial del Estado, informó al C. Contralor, que el C. Jiménez Zacarías, en el año 2021 dos mil veintiuno, laboró del 01 uno de enero al 8 ocho de octubre de 2021 dos mil veintiuno, como notificador en el Juzgado Mixto de Primera Instancia de Salinas, S.L.P., y con fecha 8 de octubre del mismo año causó baja por renuncia voluntaria (…)
De tal forma y debido a que durante el año 2021 dos mil veintiuno, el C. Carlos Alberto Jiménez Zacarías se desempeñó como notificador en el Juzgado Mixto de Primera Instancia de Salinas, S.L.P., se actualiza el carácter de servidor público en razón a lo establecido en el artículo 124, párrafo primero, de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, el cual prevé que son servidores públicos, entre otros, toda persona que desempeñe un empleo, cargo o comisión de cualquier naturaleza en la administración pública (…)

Por lo tanto, derivado del cargo que como servidor público ocupó el C. Carlos Alberto Jiménez Zacarías como notificador en el Juzgado Mixto de Primera Instancia de Salinas, S.L.P., durante el año 2021 dos mil veintiuno y en razón a su renuncia presentada, misma que le fue aceptada con efectos a partir del 8 ocho de octubre de 2021 dos mil veintiuno, el C. Jiménez Zacarías tenía la obligación de rendir sus declaraciones tanto patrimonial como de intereses, por conclusión de encargo; lo anterior, de conformidad con los artículos 32 y 46 de la Ley General de Responsabilidades Administrativas y 32 y 45 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí.
(…)

6. Con fecha 29 veintinueve de abril de 2022 dos mil veintidós y con el fin de salvaguardar los derechos fundamentales del C. Carlos Alberto Jiménez Zacarías, se giró oficio No.  ELIMINADO mediante el cual esta Contraloría le requirió para que dentro del término de cinco días hábiles contados a partir del día siguientes de que fuera notificado, manifestara lo que a su interés conviniera, respecto a las causas por las cuales no dio cumplimiento con la presentación de sus declaraciones tanto patrimonial como de intereses, por conclusión de encargo, es decir, omitió presentar dichas declaraciones en los plazos señalados en los artículos 33, fracción III, y 47, párrafo segundo, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí; dicho documento le fue notificado en el domicilio particular del C. Jiménez Zacarías por la licenciada Claudia Mayela Valdés Tiscareño, en ese entonces actuaria adscrita al Consejo de la Judicatura del Poder Judicial del Estado, el día 6 seis de mayo de 2022 dos mil veintidós y recibido por la señora  ELIMINADO  quien manifestó ser mamá del C. Jiménez Zacarías.
7.- Posterior a ello, mediante oficio No. ELIMINADO , de fecha 13 trece de junio de 2022 dos mil veintidós, el licenciado José Alfredo Castillo Jiménez, jefe de departamento encargado del área de declaraciones de esta Contraloría, informó al Contralor, que no se ha recibido respuesta del C. Carlos Alberto Jiménez Zacarías, respecto al oficio No. ELIMINADO  de fecha 29 veintinueve de abril de 2022 dos mil veintidós, en el cual se le requirió para que dentro del término de 5 cinco días hábiles contados a partir del día siguiente de que fuere notificado, manifestara lo que a su interés conviniera, respecto causas por las cuales no dio cumplimiento con la presentación de sus declaraciones. (…)
8.- Aunado a lo anterior, resulta importante señalar que mediante oficios ELIMINADO , de fecha 28 veintiocho de febrero de 2023 dos mil veintitrés y  ELIMINADO de fecha 17 diecisiete de enero de 2024 dos mil veinticuatro, respectivamente, ambos signados por el licenciado José Alfredo Castillo Jiménez, jefe de departamento encargado del área de declaraciones de esta Contraloría, mediante los cuales informó al C. Contralor que una vez consultado el sistema electrónico denominado Decl@raNet PJESLP, (sistema implementado para la presentación de las declaraciones tanto patrimonial como de intereses, en el Poder Judicial del Estado), el C. Carlos Alberto Jiménez Zacarías, no ha dado cumplimiento a la fecha de los citados oficios con la presentación de sus declaraciones tanto patrimonial como de intereses, por conclusión de encargo, ello a pesar de haber sido requerido en multicitadas ocasiones…”
Una vez establecido el contenido la queja formulada por el Contralor denunciante y las conductas atribuidas a Carlos Alberto Jiménez Zacarías, acorde a lo que se estableció en el auto de inicio del procedimiento, a continuación, se expone la conducta atribuida, la hipótesis normativa en la que encuadra exactamente y la falta administrativa que pudiera configurarse.

· Incumplir con lo establecido en los numerales 32, 33, fracción III, 45 y 47 párrafo segundo, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado, toda vez que, como servidor público se encontraba obligado a presentar bajo protesta de decir verdad, su declaración de situación patrimonial y de intereses por conclusión del encargo ante la Contraloría, en los términos previstos por esa Ley, esto es, dentro de los sesenta días naturales siguientes a la conclusión, y con ello, presuntamente se pueden configurar las faltas administrativas previstas en los artículos 48, fracción IV, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado, y, 179, fracción IV, de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado.
En concordancia con lo establecido en el párrafo anterior, el problema a resolver en este procedimiento administrativo de responsabilidad, consiste en determinar si:

a) Carlos Alberto Jiménez Zacarías, debido a su calidad de notificador que ostentó en el Poder Judicial del Estado de San Luis Potosí, tenía la obligación de rendir declaración de situación patrimonial y de intereses por conclusión del encargo, dentro de los sesenta días naturales siguientes a la conclusión.
b) El servidor judicial denunciado presentó dentro del término que señala la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado, esto es, dentro de los sesenta días naturales siguientes a la conclusión, las declaraciones de situación patrimonial y de intereses.
Y si derivado de lo anterior, incumplió con lo dispuesto en los numerales 32, 33, fracción III, 45, primer párrafo y 47 segundo párrafo de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado de San Luis Potosí.

 “… ARTÍCULO 32. Están obligados a presentar, bajo protesta de decir verdad, su declaración de situación de patrimonial y de intereses ante las contralorías u órganos internos de control, todos los servidores públicos, en los términos previstos por esta Ley.
ARTÍCULO 33. La declaración de situación patrimonial deberá presentarse en los siguientes plazos:

[…]

III. Declaración de conclusión del encargo, dentro de los sesenta días naturales siguientes a la conclusión.
ARTÍCULO 45. Se encuentran obligados a presentar declaración de intereses todos los servidores públicos que deban presentar la declaración patrimonial en términos de esta Ley.

Al efecto, las contralorías y los órganos internos de control se encargarán de que las declaraciones sean integradas al Sistema de Evolución Patrimonial, de Declaración de Intereses y Constancia de Presentación de Declaración Fiscal.
ARTÍCULO 47. 

[…]

La declaración de intereses deberá presentarse en los plazos a que se refiere el artículo 33 de esta Ley y de la misma manera le serán aplicables los procedimientos establecidos en dicho artículo para el incumplimiento de los referidos plazos…”

Para determinar si se configuran las faltas administrativas señalada en el artículo 48, fracción IV de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado de San Luis Potosí, así como la dispuesta en el artículo 179, fracción IV de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado.
“… ARTÍCULO 48. Incurrirá en falta administrativa no grave el servidor público cuyos actos u omisiones incumplan o transgredan lo contenido en las obligaciones siguientes:

[…]

IV. Presentar en tiempo y forma las declaraciones de situación patrimonial y de intereses, en los términos establecidos por esta Ley;…”

“… ARTICULO 179. Son faltas en general de los servidores judiciales:

[…]

IV. Las infracciones y omisiones en que incurran, en relación con los deberes que les imponen las disposiciones de esta Ley y las demás sustantivas y adjetivas del Estado, así como los reglamentos respectivos…”

4. DECISIÓN DEL CASO. Son fundadas las causas de responsabilidad administrativa atribuidas a Carlos Alberto Jiménez Zacarías, por su actuación como notificador judicial del Poder Judicial del Estado de San Luis Potosí, por incumplimiento a sus obligaciones como servidor público.
Determinación a la que se arriba con base en las pruebas de cargo que ofreció la parte quejosa y que fueron admitidas en la audiencia de ley, consistentes en documental segunda, tercera, cuarta, quinta, sexta, séptimo, octava y novena, probanzas a las cuales se les confiere pleno valor probatorio de conformidad con lo establecido en los artículos 280 fracción II, 323 fracción V, y 388 del Código de Procedimientos Civiles para el Estado
, de aplicación supletoria en los términos del dispositivo 189 de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado, ya que son documentos públicos que fueron expedidos por funcionarios a quienes compete su expedición, aunado a que no fueron redargüidos de falsedad por la parte contraria.
Primeramente, para demostrar si Carlos Alberto Jiménez Zacarías, debido a su calidad que ostentó de notificador judicial, tenía la obligación de rendir declaración de situación patrimonial y de intereses por conclusión de su encargo, dentro de los sesenta días naturales siguientes a la conclusión, es necesario traer a colación las normas legales que rigen para este caso concreto.
Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí
“… ARTÍCULO 32. Están obligados a presentar, bajo protesta de decir verdad, su declaración de situación de patrimonial y de intereses ante las contralorías u órganos internos de control, todos los servidores públicos, en los términos previstos por esta Ley.
ARTÍCULO 45. Se encuentran obligados a presentar declaración de intereses todos los servidores públicos que deban presentar la declaración patrimonial en términos de esta Ley.

Correlacionando las normas transcritas, se desprende que, todos los servidores públicos están obligados a rendir su declaración de situación patrimonial y de intereses, en los términos de ley.
Por lo tanto, Carlos Alberto Jiménez Zacarías, debido a la calidad que ostentó de notificador judicial, como ya quedó acreditado en el considerando 2 de esta determinación, fue integrante del Poder Judicial del Estado, servidor público y, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 32 y 45 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado, estaba obligado a rendir declaración de situación patrimonial y de intereses por conclusión de encargo.
En lo referente a si Carlos Alberto Jiménez Zacarías presentó dentro del término que señala la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado, esto es, dentro de los sesenta días naturales siguientes a la conclusión de su encargo las declaraciones de situación patrimonial y de intereses, se traen a colación los artículos 33, fracción III, y 47 segundo párrafo, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado de San Luis Potosí, los que por su orden, disponen lo siguiente:
“… ARTÍCULO 33. La declaración de situación patrimonial deberá presentarse en los siguientes plazos:

[…]
III. Declaración de conclusión del encargo, dentro de los sesenta días naturales siguientes a la conclusión …”

“… ARTÍCULO 47. 
[…]

La declaración de intereses deberá presentarse en los plazos a que se refiere el artículo 33 de esta Ley y de la misma manera le serán aplicables los procedimientos establecidos en dicho artículo para el incumplimiento de los referidos plazos…”

Sentado lo anterior, se concluye que Carlos Alberto Jiménez Zacarías, tenía la obligación de presentar su declaración de situación patrimonial y de intereses, dentro de los sesenta días naturales siguientes a la conclusión de su encargo.
Ahora bien, para establecer a partir de que fecha se tiene que computar los sesenta días naturales que marca la ley para la presentación de sus declaraciones por conclusión del encargo, se conjetura la copia certificada del oficio ELIMINADO  de dieciocho de octubre de dos mil veintiuno, signado por la entonces Presidenta del Supremo Tribunal de Justicia y del Consejo de la Judicatura del Poder Judicial del Estado, a través del cual, se hace del conocimiento de la Directora de Recursos Humanos que el Pleno del Consejo de la Judicatura aceptó la renuncia del licenciado Carlos Alberto Jiménez Zacarías como notificador del Juzgado Mixto de Primera Instancia en Salinas, San Luis Potosí, con efectos a partir del ocho de octubre de dos mil veintiuno.
En esa guisa, y correlacionando la fecha en que causó baja y lo normado por la fracción III, del artículo 33, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado de San Luis Potosí, los sesenta días naturales que tenía Carlos Alberto Jiménez Zacarías para la presentación de sus declaraciones por conclusión de su encargo, comenzaron a partir del nueve de octubre de dos mil veintiuno y concluyeron el siete de diciembre de ese año.

Mediante oficio  ELIMINADO 
, el encargado del Área de declaraciones patrimoniales, informó al contralor que al ocho de diciembre de dos mil veintiuno, al consultar el sistema Decl@ranet PJESLP, constató que el servidor judicial denunciado, no había presentado sus declaraciones de situación patrimonial y de intereses por conclusión del encargo dentro del término señalado en los artículos 33, fracción III y 47, párrafo segundo, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado.
Mediante oficio  ELIMINADO  de ocho de diciembre de dos mil veintiuno, el Contralor del Poder Judicial del Estado, requirió a Carlos Alberto Jiménez Zacarías para que dentro del término improrrogable de treinta días naturales contados a partir del día siguiente que se le notificara el oficio, rindiera las referidas declaraciones. Oficio que fue notificado personalmente al encausado el quince de diciembre de dos mil veintiuno en su domicilio particular, atendiendo esa diligencia la señora  ELIMINADO quien se identificó con credencial para votar con fotografía y dijo ser su mamá
.
A través del oficio  ELIMINADO , de veinticinco de abril de dos mil veintidós, el encargado del área de declaraciones patrimoniales informó al Contralor del Poder Judicial del Estado, que el día veinticinco de abril de dos mil veintidós consultó el sistema Decl@raNet PJESLP, y constató que Carlos Alberto Jiménez Zacarías, a esa fecha no había presentado las multicitadas declaraciones.
Por medio del oficio  ELIMINADO  de veintinueve de abril de dos mil veintidós, el Contralor del Poder Judicial del Estado, nuevamente se requirió a Carlos Alberto Jiménez Zacarías para que dentro del término de cinco días hábiles manifestara lo que a sus intereses conviniera, en relación a las causas por las cuales a esa fecha no había dado cumplimiento con la presentación de sus declaraciones de situación patrimonial y de intereses por conclusión de encargo. Requerimiento el anterior que se realizó en el domicilio particular del encausado el seis de mayo de dos mil veintidós, atendiendo la señora  ELIMINADO quien se identificó con credencial para votar con fotografía y señaló ser la mamá de Carlos Alberto Jiménez Zacarías, quien recibió el oficio y firmó para constancia legal
.

A través del oficio  ELIMINADO  de trece de junio de dos mil veintidós, el encargado del área de declaraciones de la Contraloría del Poder Judicial del Estado informó al Contralor que al trece de junio de ese año, no se había recibido respuesta respecto del requerimiento efectuado a Carlos Alberto Jiménez Zacarías mediante oficio  ELIMINADO 
Mediante oficios  ELIMINADO  de veintiocho de febrero de dos mil veintitrés y diecisiete de enero de dos mil veinticuatro, el encargado del área de declaraciones de la Contraloría del Poder Judicial del Estado informó al Contralor que en esas fechas, consultó el sistema Decl@raNet PJESLP y constató que Carlos Alberto Jiménez Zacarías, no había dado cumplimiento con la presentación de sus declaraciones patrimonial y de intereses por conclusión del encargo.

Por las anteriores consideraciones, es claro que Carlos Alberto Jiménez Zacarías, pese a los múltiples requerimientos que se le realizó de forma personal no presentó dentro del término que señalan los artículos 33, fracción III, y 47 segundo párrafo, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado de San Luis Potosí, esto es, dentro de los sesenta días naturales siguientes a la conclusión de su encargo su declaración de situación patrimonial y de intereses, plazo que comenzó a computarse a partir del nueve de octubre de dos mil veintiuno y concluyó el siete de diciembre de ese año.

Se hace notar que no obstante de que Carlos Alberto Jiménez Zacarías fue emplazado legalmente a juicio, como se desprende de la diligencia de once de abril de dos mil veinticinco
, en la que se le notificó personalmente el auto admisorio de primero de abril de dos mil veinticuatro y con todos los acuerdos dictados en el procedimiento, y con las copias de traslado, se le corrió traslado y se le emplazó, se hizo de su conocimiento la autoridad ante la cual tenía que comparecer, la fecha y hora en que se desahogaría la audiencia de ley, en la cual, podía comparecer personalmente o por escrito, además de la posibilidad de ofrecer pruebas y alegatos, pese a ello, el encausado fue omiso en comparecer a juicio, debido a que no acudió de manera presencial ni escrita, a fin de ser escuchado en relación a las faltas administrativas que se le atribuían.
Consecuentemente, al no presentar dentro del término de ley sus declaraciones de situación patrimonial y de intereses, incumplió con las obligaciones que tiene como servidor público, contenidas en los artículos 32, 33, fracción III, 45, primer párrafo y 47 segundo párrafo de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado de San Luis Potosí.

Configurándose así, las faltas administrativas contempladas en los artículos 48, fracción IV de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado de San Luis Potosí, así como la dispuesta en el artículo 179, fracción IV de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado, los que señalan:
“… ARTÍCULO 48. Incurrirá en falta administrativa no grave el servidor público cuyos actos u omisiones incumplan o transgredan lo contenido en las obligaciones siguientes:

[…]
IV. Presentar en tiempo y forma las declaraciones de situación patrimonial y de intereses, en los términos establecidos por esta Ley;…”
“… ARTICULO 179. Son faltas en general de los servidores judiciales:

[…]
IV. Las infracciones y omisiones en que incurran, en relación con los deberes que les imponen las disposiciones de esta Ley y las demás sustantivas y adjetivas del Estado, así como los reglamentos respectivos…”
5. INDIVIDUALIZACIÓN DE LA SANCIÓN. Toda vez que han quedado plenamente acreditadas las faltas administrativas atribuidas a Carlos Alberto Jiménez Zacarías, normadas en los artículos 48, fracción IV de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado de San Luis Potosí y 179, fracción IV de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado, este órgano resolutor fijará la sanción a la cual se hizo acreedor, ello, en atención a lo previsto por la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado de San Luis Potosí y la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado, esto es, en primer lugar, se procederá a calificar la conducta como grave o no grave y enseguida, a delimitar la sanción conducente al caso concreto. 

Ello es así, toda vez que el Consejo de la Judicatura del Poder Judicial del Estado, es la autoridad resolutora facultada para la aplicación de sanciones administrativas del personal de este Poder, conforme lo establecen los artículos 183 de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado
, y 3°, fracción IV, inciso e), de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado de San Luis Potosí
, una vez que se haya realizado un estudio pormenorizado y delimitado de la conducta realizada por los servidores públicos en cada caso en específico.

Ahora bien, para respetar los principios de tipicidad, legalidad y exacta aplicación de la ley, contemplados por el artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a continuación, se delimita el marco normativo aplicable en materia de sanciones administrativas de servidores judiciales.

Así, el marco normativo es el contemplado por los artículos 109, fracción III, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
; 90, párrafo cuarto de la Constitución Política del Estado
; 3° fracción IV, inciso e), de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado
; y el título séptimo, capítulos I al IV, de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado, normatividad que deja sentado que la legislatura del Estado expidió la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado, la que faculta al Consejo de la Judicatura para imponer sanciones administrativas conforme al régimen establecido en el artículo 90 de la Constitución local. 

De la interpretación de las normas referidas, se colige que la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado regula un específico procedimiento administrativo de responsabilidad para los servidores públicos de este Poder, el cual, contempla un catálogo determinado de sanciones administrativas, y es a éste al que tenemos que ceñirnos, sanciones que se encuentran descritas en el artículo 181 de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado.

Por su parte, el artículo 182 de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado, señala que las sanciones administrativas se impondrán tomando en cuenta lo que prevé la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí.

De suerte que, para imponer la sanción justa, pertinente y proporcional, se seguirán los lineamientos que señala la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado, en cuanto a la calificación de la gravedad de la conducta.

En ese contexto, la referida Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado, en su Título Tercero, referente a las Faltas Administrativas de los Servidores Públicos y Actos de Particulares Vinculados con Faltas Administrativas Graves, hace una distinción entre las faltas graves y no graves.

El artículo 48, fracción IV, de la referida Ley, el cual hace referencia a las faltas administrativas no graves de los Servidores Públicos, señala a la letra: 

“… ARTÍCULO 48. Incurrirá en falta administrativa no grave el servidor público cuyos actos u omisiones incumplan o transgredan lo contenido en las obligaciones siguientes:

[…]

IV. Presentar en tiempo y forma las declaraciones de situación patrimonial y de intereses, en los términos establecidos por esta Ley;…”

Consecuentemente, este órgano resolutor concluye que deben calificarse como NO GRAVES las conductas desplegadas por Claudio Carlos Alberto Jiménez Zacarías, toda vez que no presentó en tiempo las declaraciones de situación patrimonial y de intereses por conclusión de su encargo, en los términos establecidos por los artículos 33. fracción III y 47, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado de San Luis Potosí.

Una vez que se determinó que las faltas en que incurrió CARLOS Alberto Jiménez Zacarías son NO GRAVES, se procede a individualizar la sanción administrativa, para lo cual, a continuación, se analizan los elementos que señala el artículo 75 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado de San Luis Potosí:
“... ARTÍCULO 75. Para la imposición de las sanciones a que se refiere el artículo anterior se deberán considerar los elementos del empleo, cargo o comisión que desempeñaba el servidor público cuando incurrió en la falta, así como los siguientes:

I. El nivel jerárquico y los antecedentes del infractor, entre ellos, la antigüedad en el servicio;

II. Las condiciones exteriores y los medios de ejecución, y

III. La reincidencia en el incumplimiento de obligaciones.

En caso de reincidencia de faltas administrativas no graves, la sanción que imponga el órgano interno de control no podrá ser igual o menor a la impuesta con anterioridad.

Se considerará reincidente al que habiendo incurrido en una infracción que haya sido sancionada y hubiere causado ejecutoria, cometa otra del mismo tipo...”

Empleo, cargo o comisión que desempeñaba el servidor público cuando incurrió en la falta. En el oficio  ELIMINADO , la Directora de Recursos Humanos hizo constar que se desempeñó como notificador, pero que causó baja voluntaria a partir del ocho de octubre de dos mil veintiuno.
I. Nivel jerárquico y los antecedentes del infractor, entre ellos, la antigüedad en el servicio. En el referido oficio  ELIMINADO , se hizo constar que contó con una antigüedad general y como notificador del Poder Judicial del Estado, de tres años y un mes. 
II. Las condiciones exteriores y los medios de ejecución. Se señala que las mismas han quedado precisadas en esta resolución, acreditándose plenamente que no cumplió con la obligación que tenía como servidor público, de presentar sus declaraciones de modificación de situación patrimonial y de intereses por conclusión de su encargo dentro de los sesenta días naturales siguientes a su conclusión, conductas realizadas en forma directa y personal por el encausado.

III. La reincidencia en el incumplimiento de obligaciones. Al efecto se conjetura la certificación que realiza el Secretario Ejecutivo de Vigilancia y Disciplina de cuatro de junio de dos mil veinticinco
 y lo expuesto por la Directora de Recursos Humanos en el oficio  ELIMINADO , concluyéndose que el servidor judicial al momento de la presente resolución, no cuenta con sanción administrativa firme en los últimos siete años, por lo que, no se puede considerar reincidente, en atención a lo que señala el último párrafo del artículo 75 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado de San Luis Potosí. 

Conforme a lo anterior, este órgano resolutor se sujetó al marco legal que se debe considerar para la imposición de la sanción, como lo fue, a los elementos que señala el artículo 75 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado, para así decidir la sanción que corresponde a la infracción cometida por el servidor público responsable.

De los elementos que se individualizaron, se destaca que, la falta cometida es no grave, que tuvo una antigüedad general en este Poder Judicial del Estado de más de tres años, que no es reincidente y que no ha sido sancionado administrativamente en los últimos siete años.

Bajo esas consideraciones, se procede a fijar la sanción correspondiente, atendiendo al catálogo de sanciones administrativas previstas en el artículo 181 de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado, el cual estatuye lo siguiente:
 “… ARTÍCULO 181. Las sanciones administrativas consistirán en: 

I. Amonestación o apercibimiento, que podrá hacerse en público o en privado, según la gravedad de la falta;

II. Sanción económica por el equivalente de doscientos a trescientos días de salario mínimo general vigente en la región al momento de cometerse la falta, siempre que no se obtenga un beneficio, o se cause un daño o un perjuicio;

III. Suspensión hasta por sesenta días; 

IV. Destitución del puesto o cargo, y

V. Inhabilitación para desempeñar cargo o empleo alguno en el Poder Judicial del Estado:

a) Hasta por dos años, cuando no se obtenga lucro ni se causen daños o perjuicios.

b) De seis meses a tres años en caso de que se obtenga algún beneficio o se causen daños o perjuicios, si el monto de aquellos no excede de cien veces el salario mínimo mensual vigente en la región.

c) De tres a diez años, si los daños o perjuicios causados exceden el límite señalado en el inciso anterior…”

Ahora bien, es importante mencionar la obligatoriedad de la presentación de las declaraciones de modificación patrimonial y de posible conflicto de intereses, así como la publicidad de las mismas, ya que fueron unos de los aspectos torales que se mencionaron en la exposición de motivos al expedir la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado de San Luis Potosí.

En donde se expuso los principios y obligaciones que rigen la actuación de los servidores públicos y las infracciones y sanciones en que pueden incurrir, ello, ante la inminente necesidad de revertir la situación de corrupción como problema público.

Por tanto, la presentación de las declaraciones de modificación patrimonial y de posible conflicto de intereses es un mecanismo para erradicar las deficiencias que han posibilitado que la corrupción sea concebida por la ciudadanía como una práctica reiterada en el ejercicio del servicio público.

En esa guisa, este órgano colegiado, en el ámbito de su competencia y con el arbitrio judicial de que goza para la imposición de las sanciones administrativas, estima que para castigar las faltas administrativas en que incurrió el servidor judicial, con la finalidad de que no vuelva a cometerlas, en atención a las particularidades del caso, en donde existe una omisión absoluta en la presentación de la declaración patrimonial y de intereses por conclusión de su encargo, ya que no se tiene prueba de la que se advierta que ya fueron presentadas, y en razón de que las faltas cometidas se catalogaron como no graves y de que no es reincidente en el incumplimiento de sus obligaciones como servidor público, se impone a Carlos Alberto Jiménez Zacarías, la sanción mínima a que se refiere la fracción I, del artículo 181, de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado, consistente en “AMONESTACIÓN” en su modalidad “PÚBLICA”.

La sanción de amonestación pública se justifica debido a que es necesario sancionar todas las conductas que atenten las disposiciones en materia de responsabilidades administrativas, aunado a que, la presentación de las declaraciones de situación patrimonial y de intereses por conclusión de encargo, como ya se dijo, es el mecanismo para erradicar la corrupción en el ejercicio del servicio público.

6. INSCRIPCIÓN. De conformidad con el artículo 94, fracción XXIV de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado
, en ejercicio de las atribuciones conferidas a este Pleno del Consejo de la Judicatura del Estado de San Luis Potosí y dado el sentido de la presente determinación, se ordena INSCRIBIR esta resolución en los archivos del expediente del ex servidor judicial que esta autoridad lleva para efectos de registro, control, evaluación y seguimiento de los actos del desempeño del personal del Poder Judicial del Estado, a través de la Unidad de Estadística, Evaluación y Seguimiento, de la Dirección de Recursos Humanos y de la Contraloría del Poder Judicial del Estado de San Luis Potosí, para los efectos legales conducentes. 

7. NOTIFICACIÓN. Notifíquese esta determinación de manera personal al quejoso, a Carlos Alberto Jiménez Zacarías y a la Representación Social, en el domicilio que para ello se tiene autorizado en autos.
8. DEPURACIÓN. De conformidad con lo establecido en el artículo 82 del Reglamento General de Archivos del Poder Judicial del Estado de San Luis Potosí, hágase saber a las partes que en su momento se procederá a la depuración, destrucción o expurgo del expediente según corresponda, incluyendo las pruebas o documentos originales, personales o de interés para alguna de las partes. Por lo que, deberá solicitarse la devolución de los documentos, pruebas y muestras, que hayan aportado al procedimiento, dentro de los treinta días naturales, contados a partir de la notificación de esta determinación, apercibidos que, de no realizarse, se procederá a su destrucción.
9. TRANSPARENCIA. De conformidad con lo que dispone el artículo 73, fracción II, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, en relación con el diverso 87, fracción III, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, se hace saber a las partes, que se publicará y pondrá a disposición del público la sentencia que en definitiva se dicte en este asunto, una vez que haya causado ejecutoria. Lo anterior, sin perjuicio de la protección de oficio que al respecto operará a su favor.

10. ARCHIVO. Una vez efectuadas las diligencias y trámites ordenados, archívese este asunto como totalmente concluido.
Por lo anteriormente expuesto, este Pleno del Consejo de Judicatura del Poder Judicial del Estado;

R E S U E L V E

PRIMERO. El Pleno del Consejo de la Judicatura del Poder Judicial del Estado de San Luis Potosí, es competente para conocer y resolver este procedimiento administrativo de responsabilidad, de conformidad con lo dispuesto en el considerando 1 de esta resolución.

SEGUNDO. El procedimiento administrativo de responsabilidad formulado en contra de a Carlos Alberto Jiménez Zacarías, por su desempeño como notificador del Poder Judicial del Estado, resultó fundado acorde lo expuesto en el considerando 4 de este fallo.

TERCERO. Atento a lo señalado en el considerando 5 de la presente resolución, se impone a Carlos Alberto Jiménez Zacarías, la sanción mínima a que se refiere la fracción I, del artículo 181, de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado, consistente en “AMONESTACIÓN PÚBLICA”.

CUARTO. Se ordena inscribir esta resolución en los archivos del expediente de Carlos Alberto Jiménez Zacarías, de acuerdo a lo señalado en el considerando 6.
QUINTO. Notifíquese esta determinación, según lo ordenado en el considerando 7 de esta resolución.

SEXTO. Procédase a la depuración de este expediente, conforme lo señalado en el considerando 8.
SÉPTIMO. Hágase saber a las partes lo establecido en el considerando 9.
OCTAVO. Atento a lo dispuesto en el considerando 10, archívese este asunto como totalmente concluido.

Así lo resolvió el Pleno del Consejo de la Judicatura del Poder Judicial del Estado, en sesión celebrada el diecisiete de junio de dos mil veinticinco, por unanimidad de votos de los Consejeros que lo integran, Magistrado Presidente Arturo Morales Silva, Jesús Javier Delgado Sam, María del Rocío Hernández Cruz, y Rafael Aguiñaga Calderón, siendo ponente el segundo en mención.

Firman el Presidente del Consejo de la Judicatura del Poder Judicial del Estado, los Consejeros, así como la Secretaria Ejecutiva de Pleno y Carrera Judicial, quien autoriza y da fe.
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� ARTÍCULO 90.- Se deposita el ejercicio del Poder Judicial del Estado, en un Supremo Tribunal de Justicia, en Juzgados de Primera Instancia, y en Juzgados Menores.


La administración, vigilancia y disciplina del Poder Judicial del Estado, así como la carrera judicial, estarán a cargo del Consejo de la Judicatura, en los términos de esta Constitución y conforme lo establezcan las leyes. La vigilancia respecto de la función jurisdiccional de los magistrados, así como las resoluciones disciplinarias sobre los mismos, estarán a cargo del Pleno del Supremo Tribunal de Justicia.


� ARTICULO 86. El Poder Judicial del Estado contará con un Consejo de la Judicatura, encargado de la administración, vigilancia, disciplina y promoción de la carrera judicial, en los términos que establecen la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí y esta Ley.


� ARTICULO 94. Son atribuciones del Pleno del Consejo de la Judicatura:


XXXI. Resolver las quejas administrativas y los procedimientos de responsabilidad que se inicien en contra de los servidores públicos del Poder Judicial, en los términos que dispone esta Ley, incluyendo las relativas a los impedimentos previstos en la Constitución Política del Estado, de los correspondientes miembros del Poder Judicial del Estado, salvo las que se refieran a los magistrados del Supremo Tribunal de Justicia; 


XXXII. Imponer las sanciones administrativas que le competan de conformidad con la presente Ley;


� ARTICULO 183. La aplicación de las sanciones a que se refiere el artículo 181 de esta Ley, corresponde al Consejo de la Judicatura. Tratándose de las que correspondan a los magistrados resolverá el Pleno del Supremo Tribunal de Justicia.


� Sirve de sustento, la jurisprudencia de rubro: “LEGITIMACIÓN, ESTUDIO OFICIOSO DE LA.” Semanario Judicial de la Federación, Tribunales Colegiados de Circuito, 9ª. época, t. XIV, Julio de 2001, p. 1000.


� ARTICULO 97. Para su adecuado funcionamiento, el Consejo de la Judicatura contará con los siguientes órganos auxiliares: el Instituto de Estudios Judiciales, Promoción, y Desarrollo de los Derechos Humanos; la Visitaduría Judicial; la Contraloría del Poder Judicial del Estado; la Dirección Jurídica; la Unidad de Estadística y Seguimiento; y el Centro Estatal de Mediación y Conciliación.


� ART. 280.- La Ley reconoce como medios de prueba: 


II.- Documentos públicos;


ART. 323.- Son documentos públicos: 


V.- Las certificaciones de constancias existentes en los archivos públicos expedidas por funcionarios a quienes competa su expedición; ya sea que las mismas se generen de manera manual o electrónica y que sean autorizadas por medio de firma autógrafa, digitalizada o electrónica del funcionario correspondiente;  


ART. 388.- Los documentos públicos hacen prueba plena; pero la parte contraria podrá redargüirlos de falsedad y pedir su cotejo con las matrices. 


Los documentos que resulten enteramente inconformes con los originales no tendrán valor probatorio alguno. Si hubiere conformidad parcial, en este punto harán prueba plena. 


Las copias certificadas y las certificaciones emitidas por los servidores públicos facultados para ello conforme a esta Ley, y que sean autentificadas a través de firma digitalizada o electrónica, tendrán el mismo valor jurídico y probatorio que las suscritas en forma autógrafa. 


� ARTICULO 175. Son sujetos de responsabilidad administrativa los magistrados, los consejeros, los jueces de primera instancia, jueces menores, los secretarios de acuerdos, secretarios de estudio y cuenta, subsecretarios, actuarios y visitadores, así como todos los demás servidores del Poder Judicial del Estado.


� ARTÍCULO 4°. Son sujetos de esta Ley: 


I. Los servidores públicos; 


� ART. 280.- La Ley reconoce como medios de prueba: 


II.- Documentos públicos;


ART. 323.- Son documentos públicos:


II.- Los documentos auténticos expedidos por funcionarios que desempeñen cargo público en lo que se refiera al ejercicio de sus funciones; 


ART. 388.- Los documentos públicos hacen prueba plena; pero la parte contraria podrá redargüirlos de falsedad y pedir su cotejo con las matrices. 


Los documentos que resulten enteramente inconformes con los originales no tendrán valor probatorio alguno. Si hubiere conformidad parcial, en este punto harán prueba plena. 


Las copias certificadas y las certificaciones emitidas por los servidores públicos facultados para ello conforme a esta Ley, y que sean autentificadas a través de firma digitalizada o electrónica, tendrán el mismo valor jurídico y probatorio que las suscritas en forma autógrafa.
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� ARTICULO 183. La aplicación de las sanciones a que se refiere el artículo 181 de esta Ley, corresponde al Consejo de la Judicatura. Tratándose de las que correspondan a los magistrados resolverá el Pleno del Supremo Tribunal de Justicia.


� ARTÍCULO 3°. Para efectos de esta Ley se entenderá por:


IV. Autoridad resolutora: tratándose de faltas administrativas no graves será


e) El Consejo de la Judicatura en el caso del personal del Poder Judicial del Estado, con excepción de los magistrados.


Para las faltas administrativas graves, así como para las faltas de particulares, lo será el Tribunal. Para las faltas administrativas graves de los servidores públicos de elección popular, y los magistrados, lo será el Congreso del Estado.


En el caso del Poder Judicial, serán competentes para imponer las sanciones que correspondan, el Pleno del Supremo Tribunal de Justicia, y el Consejo de la Judicatura, conforme al régimen establecido en el artículo 90 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí, y su reglamentación;


� Art. 109.- Los servidores públicos y particulares que incurran en responsabilidad frente al Estado, serán sancionados conforme a lo siguiente:


III. Se aplicarán sanciones administrativas a los servidores públicos por los actos u omisiones que afecten la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia que deban observar en el desempeño de sus empleos, cargos o comisiones. Dichas sanciones consistirán en amonestación, suspensión, destitución e inhabilitación, así como en sanciones económicas, y deberán establecerse de acuerdo con los beneficios económicos que, en su caso, haya obtenido el responsable y con los daños y perjuicios patrimoniales causados por los actos u omisiones. La ley establecerá los procedimientos para la investigación y sanción de dichos actos u omisiones...


� ARTÍCULO 90.- Se deposita el ejercicio del Poder Judicial del Estado, en un Supremo Tribunal de Justicia, en Juzgados de Primera Instancia, y en Juzgados Menores.


La administración, vigilancia y disciplina del Poder Judicial del Estado, así como la carrera judicial, estarán a cargo del Consejo de la Judicatura, en los términos de esta Constitución y conforme lo establezcan las leyes. La vigilancia respecto de la función jurisdiccional de los magistrados, así como las resoluciones disciplinarias sobre los mismos, estarán a cargo del Pleno del Supremo Tribunal de Justicia.


� ARTÍCULO 3°. Para efectos de esta Ley se entenderá por:


IV. Autoridad resolutora: tratándose de faltas administrativas no graves será:


e) El Consejo de la Judicatura en el caso del personal del Poder Judicial del Estado, con excepción de los magistrados.
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� ARTICULO 94. Son atribuciones del Pleno del Consejo de la Judicatura:


XXIV. Llevar el seguimiento de los actos del desempeño del personal del Poder Judicial del Estado, para evaluar y resolver sobre las designaciones, promociones, ratificaciones y reelecciones, sanciones o remociones que corresponda, conforme a los lineamientos de la carrera judicial y las disposiciones constitucionales; además llevar un registro referente a las sanciones impuestas e inhabilitación para desempeñar empleos, cargos o comisiones de los servidores públicos, así como los medios de impugnación y su resolución con carácter definitivo, para lo cual deberá realizar la captura, así como el envío oportuno y veraz de la información a la Auditoría Superior del Estado, para ser inscrito en el Registro Estatal de Servidores Públicos Sancionados e Inhabilitados, en términos de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos;
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